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DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN. Implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.
Como puede observarse y así lo confiesa el actor en el libelo inicial, tal petición fue presentada a nombre propio y no como apoderado judicial del señor Mosquera Escarpeta y en ese sentido, siguiendo la línea trazada por la Corte Constitucional, el titular del derecho fundamental de petición es aquél que presente la solicitud, por lo tanto, resulta claro que el señor Chica Mejía se encuentra legitimado para impetrar la presenta acción y buscar su protección.

En este punto, vale la pena anotar que la legitimación para solicitar la información que reclama o el interés que le asiste para indagar por el pago de la condena en costas a que refiere el derecho de petición, es asunto que concierne a Colpensiones y no al juez de tutela, pues en los eventos en que se solicita respuesta a un derecho de petición que busca el cumplimiento de una sentencia judicial, la Sala de Casación Laboral, en sede de Tutela, ha dicho que para la parte actora basta “la demostración de que radicó un escrito donde solicitó a la Administración pronunciamiento sobre algún aspecto de su competencia o información relacionada con sus funciones
” para que, de no obtener respuesta por la entidad, proceda al amparo del derecho de petición.

Ahora, es del caso hacer notar que la protección que se brinde, no implica la orden de pago, pues es bien sabido que para tales efectos fue previsto el proceso ejecutivo, mismo que en el presente asunto no ha sido descalificado como mecanismo idóneo y eficaz por el promotor de la acción.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiséis de abril de dos mil diecisiete

Acta N°____de 26 de abril de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación interpuesto por ANDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 1 de marzo de 2017 dentro de la acción de tutela iniciada en contra de COLPENSIONES.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Andrés Felipe Chica Mejía que luego de haber presentado cuenta de cobro para lograr el cumplimiento de una sentencia judicial proferida en favor del señor Libardo Mosquera Escarpeta, Colpensiones, mediante Resolución GNR 41752 de 23 de febrero de 2015, ordenó el pago de la condena impuesta por un juez laboral, quedando pendiente únicamente el pago de las costas procesales.

Informa que el pasado 25 de noviembre de 2016, presentó en nombre propio y no en representación de su cliente, derecho de petición para que le fuera informada la fecha en que serían pagadas las costas procesales, pero esta entidad, a través de misiva fechada 30 de diciembre de igual año, informó que para el pago de los citados rubros debía radicar copia auténtica del auto que liquidó la costas procesales, documentos que fueron aportados desde el momento en que se presentó la cuenta de cobro el día 9 de julio de 2014.

Estima que en virtud a que pactó con su representado el cobro de agencias en derecho y costas procesales como pago por su labor profesional está legitimado para presentar la citada petición, así como para impetrar la presente acción de tutela en aras de lograr la protección del derecho fundamental de petición y lograr una respuesta de fondo a su solicitud.

TRÁMITE IMPARTIDO

El trámite de la presente acción, le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual, una vez la admitió, concedió a la parte accionada el término de dos (2) días, a efectos de que ejerciera su derecho de defensa, mismo que transcurrió en silencio. 

Llegado el día de fallo, la juez de primer grado declaró improcedente la acción constitucional, al advertir que el accionante no era el titular de la protección pretendida pues el derecho de petición que reprocha desatendido si bien fue presentado en nombre propio, lo hizo en representación del señor Libardo Mosquera Escarpeta, situación que impidió decidir de fondo el asunto, pues no se aportó al plenario el poder que legitimara su actuación, ni se dieron los presupuestos establecidos en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 para actuar como agente oficioso.

Inconforme con la decisión, el actor la impugnó insistiendo en el interés directo que le asiste a obtener la información que precisa de Colpensiones, en virtud al contrato de prestación de servicios que suscribió con el señor Libardo Mosquera Escarpeta, en el cual pactó como pago por sus honorarios profesionales la suma liquidada por concepto de agencias y costas procesales, motivo por el cual estima es titular del derecho de petición que reclama como desatendido, en el cual solicita información respecto a la fecha en que será efectuado el pago de tales rubros.
CONSIDERACIONES

PROBLEMAS JURÍDICOS
¿Está legitimado el actor para iniciar la presente acción?

 Si el anterior interrogante es positivo ¿La falta de respuesta por parte de las accionadas a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?

Antes de abordar la solución a los problemas jurídicos planteados, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA

La legitimación por activa en materia de tutela es nada más y nada menos que la correspondencia entre la titularidad de las garantías fundamentales y el sujeto que reclama la protección.  

Respecto al derecho de petición, ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que “(…) el único legitimado para perseguir su protección judicial en caso de vulneración (ausencia de respuesta, respuesta inoportuna, respuesta incompleta, respuesta evasiva etc.) será aquél que en su oportunidad haya presentado el escrito de petición. De tal forma que la titularidad o el derecho subjetivo de petición nace a la vida jurídica al momento en que la persona por su cuenta o a su nombre presenta petición ante la autoridad o el particular; ya en el evento de insatisfacción o de presunta vulneración del derecho, solamente el signatario estará legitimado para promover, tanto los trámites administrativos (recursos, silencios administrativos), como las diversas acciones judiciales (nulidad y restablecimiento, tutela), según el caso ” T-817-2002-.

2. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.
3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, de acuerdo con el relato fáctico, la petición que se reclama desatendida fue elevada por el doctor Andrés Felipe Chica Mejía, sin anunciar que actuaba en representación del señor Libardo Mosquera Escarpeta y en ella solicita información relacionada con la fecha en que sería cancelada la condena impuesta a Colpensiones por concepto de costas, dentro del proceso que éste inició en contra de esa entidad.

Como puede observarse y así lo confiesa el actor en el libelo inicial, tal petición fue presentada a nombre propio y no como apoderado judicial del señor Mosquera Escarpeta y en ese sentido, siguiendo la línea trazada por la Corte Constitucional, el titular del derecho fundamental de petición es aquél que presente la solicitud, por lo tanto, resulta claro que el señor Chica Mejía se encuentra legitimado para impetrar la presenta acción y buscar su protección.

En este punto, vale la pena anotar que la legitimación para solicitar la información que reclama o el interés que le asiste para indagar por el pago de la condena en costas a que refiere el derecho de petición, es asunto que concierne a Colpensiones y no al juez de tutela, pues en los eventos en que se solicita respuesta a un derecho de petición que busca el cumplimiento de una sentencia judicial, la Sala de Casación Laboral, en sede de Tutela, ha dicho que para la parte actora basta “la demostración de que radicó un escrito donde solicitó a la Administración pronunciamiento sobre algún aspecto de su competencia o información relacionada con sus funciones
” para que, de no obtener respuesta por la entidad, proceda al amparo del derecho de petición.
Ahora, es del caso hacer notar que la protección que se brinde, no implica la orden de pago, pues es bien sabido que para tales efectos fue previsto el proceso ejecutivo, mismo que en el presente asunto no ha sido descalificado como mecanismo idóneo y eficaz por el promotor de la acción.

Sentado lo anterior, si bien se advierte que Colpensiones atendió el requerimiento efectuado por el demandante el 25 de noviembre de 2016, a través de comunicación de fecha 30 de diciembre de igual año, solicitándole la radicación de una serie de documentos tales como copia auténtica de los autos por medio de los cuales se liquidaron y aprobaron las agencias en derecho y las costas procesales dentro del proceso iniciado por el señor Libardo Mosquera Escarpeta contra Colpensiones, lo cierto es que tales documentos fueron aportados al momento de presentar la cuenta de cobro –fls 8 a 27-, por lo que, por lo menos por ese motivo, no puede Colpensiones ahora sustraerse de la obligación de dar respuesta al citado derecho de petición, como lo ha hecho hasta el momento.
En ese orden de ideas, entendiendo que la petición de fecha 25 de noviembre de 2016, elevada por el señor Andrés Felipe Chica Mejía –fls 29 a 31- no ha sido atendida se revocará la improcedencia declarada en primera instancia para en su lugar amparar el derecho fundamental de petición del cual es titular el actor y como consecuencia, se ordenará a Colpensiones, a través del Gerente Nacional de Reconocimiento, doctor Luis Fernando de Jesús Ucross Velásquez que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, proceda a dar respuesta a la citada solicitud.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, el día primero (1º) de marzo de 2017.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor ANDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA.
TERCERO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, a través del Gerente Nacional de Reconocimiento, doctor Luis Fernando de Jesús Ucross Velásquez que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, proceda a dar respuesta a la petición radicada por el señor Andrés Felipe Chica Mejía el 25 de noviembre de 2016.
CUARTO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes. 

QUINTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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